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Señor 

JUEZ CONSTITUCIONAL DE VALLEDUPAR (Reparto) 

E.S.D. 

 

  

REF: ACCIÓN DE TUTELA. 

ACCIONANTE:  EILEEN CRISTINA GUTIERREZ AVENDAÑO 

ACCIONADO:  JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUAPR 

VINCULADO: CENTRO DE CONCILIACIÓN PAZ PACIFICO DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR 

 

Respetado Señores Jueces, 

  

La suscrita EILEEN CRISTINA GUTIERREZ AVENDAÑO, mayor de edad, domiciliada en 

VALLEDUPAR, identificada con la cedula de ciudadanía No. 36.451.474, con el respeto 

acostumbrado en todas mis actuaciones judiciales, con fundamento en lo regulado por el Artículo 86 

de la Constitución Política, reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, Decreto 1983 de 2017, 

(Noviembre 30), el "DECRETO 306 DE 1992 (Febrero 19) "Por el cual se reglamenta el Decreto 2591 

de 1991", acudo a esa instancia judicial, EN ACCIÓN DE TUTELA, en contra del JUZGADO 

TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, por violentar en forma grave y por las vías de 

hecho, los dictados de nuestro ordenamiento jurídico, al desconocer mi crédito, en forma caprichosa, 

dentro del proceso de resolución de objeciones, distinguido con el radicado número 

20001400300320220065700, para que se protejan mis derechos constitucionales fundamentales al 

DEBIDO PROCESO (Por quebrantar la ley, por interpretación errónea de las normas propias del 

trámite de insolvencia económica para Personas Naturales no comerciantes, extralimitándose en sus 

funciones), DERECHO A LA DEFENSA (Materializado en este caso en el Derecho a ser oído), 

ACCESO EFECTIVO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, DERECHO A LA IGUALDAD DE LOS 

ACREEDORES, DERECHO A LA INTIMIDAD ECONOMICA PERSONAL EN CONEXIDAD CON EL 

DERECHO AL HABEAS DATA EN MATERIA TRIBUTARIA, LA BUENA FE Y A LA IGUALDAD y 

demás derechos adquiridos con forme a le Constitución Política y las leyes, dignidad humana 

y otros, que le fueron vulnerados en el Juzgado Accionado, acción constitucional que se 

fundamenta  en los siguientes: 

  

I. HECHOS 

 

PRIMERO: El señor JOSE ALBERTO MENDOZA MENDOZA, identificado con la cedula de 

ciudadanía No. 80.411.719, presentó solicitud de admisión para procedimiento de la insolvencia 

económica de persona natural no comerciante, conforme a lo estipulado en el artículo 535 y siguiente 

del Código General del Proceso, ante el Centro de Conciliación PAZ PACIFICO DE LA CIUDAD DE 

VALLEDUPAR. 

 

SEGUNDO: El Centro de Conciliación en mención, aceptó el procedimiento, y procedió a adelantar el 

procedimiento de negociación de deudas del deudor ya referido, dentro del cual, yo fui reconocida por 

el deudor y relacionado mi crédito, conciliado, graduado y calificado. 

 

TERCERA: No obstante, por haberse presentado objeción en contra de mi crédito, por el doctor JOSE 

DIAZ CUJIA apoderado judicial de los acreedores CARLOS HERAZO, JAIME MARIO OÑATE 

DURAN, REINALDO DURAN y EDGARDO RAFAEL DIAZ MINDIOLA, quienes al igual que la suscrita 

son acreedores personales. El Conciliador, suspendió el procedimiento y por reparto le correspondió 

conocer del asunto por competencia al JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, 

para que resolviera de fondo la objeción planteada. 
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CUARTA: El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, desconoció mi crédito, 

bajo el siguiente criterio  

 

 
 

 
 

QUINTO: Dicho desconocimiento contraría lo preceptuado por el legislador en el trámite de 

insolvencia de persona natural no comerciante, siendo un hecho totalmente alejado de la esfera de la 

realidad jurídica y procesal del asunto en cuestión, porque junto con el memorial de contestación de 

las objeciones, aporté copia digital de mi pagaré, siendo esta la única oportunidad procesal para 

presentar mi título valor de conformidad con el código general del proceso en su artículo 552. 

 

Adicionalmente, el articulo 619 y siguientes del Código de Comercio establecen:1 

 
“ARTÍCULO 619. <DEFINICIÓN Y CLASIFICACIÓN DE LOS TÍTULOS VALORES>. Los títulos-valores son 
documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora. 
Pueden ser de contenido crediticio, corporativos o de participación y de tradición o representativos de 
mercancías. 
 
ARTÍCULO 620. <VALIDEZ IMPLÍCITA DE LOS TÍTULOS VALORES>. Los documentos y los actos a que se refiere 
este Título sólo producirán los efectos en él previstos cuando contengan las menciones y llenen los requisitos 
que la ley señale, salvo que ella los presuma. 
 
La omisión de tales menciones y requisitos no afecta el negocio jurídico que dio origen al documento o al acto. 
 
ARTÍCULO 621. <REQUISITOS PARA LOS TÍTULOS VALORES>. Además de lo dispuesto para cada título-valor en 
particular, los títulos-valores deberán llenar los requisitos siguientes: 
 
1) La mención del derecho que en el título se incorpora, y 
 
2) La firma de quién lo crea. 
 
La firma podrá sustituirse, bajo la responsabilidad del creador del título, por un signo o contraseña que puede ser 
mecánicamente impuesto. 
 
Si no se menciona el lugar de cumplimiento o ejercicio del derecho, lo será el del domicilio del creador del título; 
y si tuviere varios, entre ellos podrá elegir el tenedor, quien tendrá igualmente derecho de elección si el título 
señala varios lugares de cumplimiento o de ejercicio. Sin embargo, cuando el título sea representativo de 
mercaderías, también podrá ejercerse la acción derivada del mismo en el lugar en que éstas deban ser entregadas. 
 
Si no se menciona la fecha y el lugar de creación del título se tendrán como tales la fecha y el lugar de su entrega.” 

 

 
1 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_
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En ese sentido, es claro que el titulo valor (PAGARÉ) que el señor JOSE ALBERTO MENDOZA 

MENDOZA suscribió como garantía de la acreencia a mi favor, cumple con todos los requisitos legales, 

siendo este CLARO, EXPRESO Y LEGALMENTE EXIGIBLE. 

 

SEXTO:  Por la anterior conducta, terminó entonces incurriendo el juzgado accionado en una vía de 

hecho, por DEFECTO FÁCTICO DE IGNORAR EL MATERIAL PROBATORIO, conforme los 

lineamientos  trazados por la Corte Constitucional en innumerables pronunciamientos entre ellos la 

tutela prevista en la Sentencia T-237/17,  y en la  C-590 del 8 de junio de 2005,  para probar este 

hecho, aporto la providencia objeto de vía de hecho, y la contestación junto con el pagaré que presente 

el día que descorrí traslado mi memorial. 

 

SÉPTIMO: El deudor, JOSE ALBERTO MENDOZA MENDOZA, desde el escrito de la presentación 

en la relación de deudas, reconoció mi crédito, igualmente relacionó el crédito a mi favor, y en 

audiencia pese haberse conciliado, con el deudor, el apoderado de los acreedores CARLOS HERAZO, 

JAIME MARIO OÑATE DURAN, REINALDO DURAN y EDGARDO RAFAEL DIAZ MINDIOLA presentó 

una objeción dudando de la existencia, naturaleza y cuantía de mi crédito, se me corrió traslado,  por 

lo cual, contesté, descorrí traslado, y presenté como prueba de la existencia de mi crédito, como exige 

la ley la copia digital del pagare que respalda mi acreencia y el expediente fue enviado a la oficina de 

reparto, el caso fue designado al Juez Tercero Civil Municipal de Valledupar por correo electrónico. 

 

OCTAVO: La decisión de desconocer mi crédito, porque “correspondía entonces a los 
cuestionados acreedores o bien al deudor, por la regla de la carga dinámica de la prueba, el 
deber de adjuntar al escrito con el que descorrieron traslado de las objeciones, prueba siquiera 
sumaria de los supuestos de hecho que pretendían demostrar,” demuestra el desconocimiento 
de las norma consagradas en los artículos 550, 551 y 552 del C.G.P, que regula el procedimiento del 
trámite de las controversia y objeciones dentro del trámite de insolvencia de persona natural no 
comerciante, ya que mi  pagaré que demuestra mi crédito y lo presenté al centro de conciliación como 
lo indica la artículo 552 del C.G.P. en el traslado de la contestación de las objeciones presentadas por 
el acreedor disidente a través de su apoderado judicial, y que envíe correo electrónico junto con el 
escrito descorriendo las mismas al centro de conciliación dentro del término consagrado por la ley, 
como lo demuestra las pruebas que se adjuntaron tanto al juzgado como al centro de conciliación. 
 

NOVENO: De manera que el JUZGADO TECRERO CIVIL MUNICIPAL se sustentó en una vía de 

hecho extralimitándose de sus funciones, por DEFECTO FACTICO POR VALORACION 

DEFECTUOSA DEL MATERIAL PROBATORIO, como lo señaló la Honorable Corte Constitucional 

en la Sentencia T-237/17, se origina cuando los operadores judiciales o administrativos, sustenta las 

sentencias y pruebas incontrovertidas o pruebas ilícitas o ilegales, en este caso, así: 

 

“El defecto fáctico por la omisión en el decreto y la práctica de pruebas se presenta cuando el 

funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, lo cual tiene como consecuencia 

impedir la debida conducción de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución 

del asunto jurídico debatido.” 

 

DÉCIMO: En el presente caso, es totalmente claro el DEFECTO FACTICO por ignorar, desconocer y 

omitir en la valoración PROBATORIA, del pagaré que prueba mi crédito y que aporté al centro de 

conciliación y al juzgado dentro del plazo establecido, el cual es una prueba de irrebatible solidez; 

incurriendo también en el defecto fáctico por no dar por probado, estándolo, la prueba de la existencia 

de mi crédito, siendo esta CLARA, EXPRESA y LEGALMENTE EXIGIBLE; o es que acaso, ¿al iniciar 

un proceso ejecutivo de mayor cuantía ante los Jueces Civiles del Circuito, estos inadmitirán o 

rechazaran la demanda por no aportar documento que pruebe la entrega del dinero?, pues la prueba 

conducente, pertinente y útil  para la valoración y admisión, es la presentación del título valor que 

respalde la obligación y que este a la fecha de ejecución cumpla con los requisitos legales.  

 

DÉCIMO PRIMERO: El Juzgado accionado, luego de haber sido asignado el proceso por reparto, 

profirió orden de rechazo y exclusión de mi crédito al declarar fundadas las objeciones presentadas 
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por el apoderado de los acreedores CARLOS HERAZO, JAIME MARIO OÑATE DURAN, REINALDO 

DURAN y EDGARDO RAFAEL DIAZ MINDIOLA, el día 09 de marzo del año 2023, sin tener en cuenta 

que los objetantes están en igualdad de condiciones que la suscrita, desconociendo el hecho y la 

prueba conducente, pertinente y útil aportada dentro del término establecido, extralimitándose de sus 

funciones al indicar que no se aportaron otros documentos NO CONTEMPLADOS EN LA LEY, cuando 

su función es verificar la existencia, naturaleza y cuantía de la obligación, misma que es probada con 

el título valor (PAGARÉ) que es claro, expreso y legalmente exigible, afectando así mi derecho al 

debido proceso, derecho a la igualdad y acceso a la justicia, ya que, por dichas irregularidades, he 

sido excluido del trámite del deudor, JOSE ALBERTO MENDOZA MENDOZA y evitando de esta 

forma que se me pague mi crédito, CAUSANDO UN PERJUICIO DE CARÁCTER PATRIMONIAL, 

toda vez que la misma deudora me reconoció y relacionó como acreedor, y en audiencia la obligación 

contraída por el mismo y soportada en el pagare suscrito . 

 

DÉCIMO SEGUNDO: El   Artículo 539 de la ley 1564 de 2012, prevé que es obligación del deudor 

presentar la relación de créditos y que dicha relación, se entiende presentada bajo la gravedad del 

juramento, es decir que goza de la presunción de legalidad. 

 

DÉCIMO TERCERO: La honorable Corte Constitucional en Sentencia C-388/00 y la Sentencia C-

731/05 destacó que: 

 

“PRESUNCION LEGAL- No compromete, en principio, el debido proceso, también 

destacó que la “…PRESUNCION LEGAL, también llamada presunción (iuris tantum), 

admite prueba en contra, no obstante, debe ser tenida como un hecho probado, hasta 

tanto no aparezca prueba de irrebatible solidez que la controvierta, sin que dicha 

situación implique redistribución de cargas procesales. Empero, la presunción de 

derecho, también llamada presunción (iuris et de iure), por el contrario, no existe la 

posibilidad de desvirtuar el hecho indicador. También indico que: 

“…La razonable correspondencia entre la experiencia - reiterada y aceptada -, y la 

disposición jurídica, así como la defensa de bienes jurídicos particularmente 

importantes, justifican la creación de la presunción legal y la consecuente 

redistribución de las cargas procesales. Si bien, en principio, los sujetos 

procesales están obligados a demostrar los hechos que alegan como fundamento 

de su pretensión, lo cierto es que, en las circunstancias descritas y con el fin de 

promover relaciones procesales más equitativas o garantizar bienes jurídicos 

particularmente importantes, el legislador puede invertir o desplazar el objeto de 

la prueba. Es por lo anterior que un segmento importante de las presunciones 

legales tiende a corregir la desigualdad material que existe entre las partes 

respecto del acceso a la prueba y a proteger la parte que se encuentra en situación 

de indefensión o de debilidad manifiesta.” 

DÉCIMO CUARTO: Así mismo, se debe indicar que no es obligación del deudor presentar los 

documentos en que conste los créditos, solamente la ley exige que se presente una relación de tales 

documentos y se indique en qué clase de documentos, consta la obligación, es decir si es pagaré, 

letra, contrato, sentencia, etc., lo que sí es obligatorio indicar  el nombre, domicilio y dirección de cada 

uno de ellos, dirección de correo electrónico, cuantía, diferenciando capital e intereses, y naturaleza 

de los créditos, tasas de interés, documentos en que consten (en este caso nótese que la norma no 

obliga al deudor a presentar la prueba de dicho crédito, por una elemental razón, porque los títulos, 

son bienes del comerciante, son de propiedad del acreedor y no pueden estar en manos del deudor a 

menos que este los pague, inmediatamente exija que le sea devuelto su pagaré).  
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DÉCIMO QUINTO: A este punto, mi crédito está fehacientemente demostrado con el título que se 

adjuntó como prueba, y cumple con los requisitos preceptuados en la ley, razón sobrada para que se 

hubiese desestimado la objeción por temeraria e infundadas las alegaciones expuestas por el 

apoderado de los acreedores disidentes, por demás, porque tanto mi crédito como el de ellos, merece 

el mismo trato, que sea pagado por el deudor, de lo contrario, vulnera el derecho a la igualdad, ya que 

los objetantes son acreedores (PERSONAS NATURALES) al igual que yo.  

DÉCIMO SEXTO: Es menester hablar de la autenticidad de los títulos con fundamento en lo siguiente:  

La COMISIÓN NACIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL, en sentencia proferida el día dos (2) de marzo 

de 2022, Magistrado Ponente Dr. MAURICIO FERNANDO RODRÍGUEZ TAMAYO, dentro de la 

Radicación n.° 110011102000 2017 04016 01 Aprobado, según Acta n.° 017 de misma fecha. Expuso 

que: 

“…Respecto de la autenticidad de los títulos valores, la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia ha indicado lo siguiente: En relación con la presunción de autenticidad que obra 

en favor de todo documento presentado como título, está contemplada desde la reforma 

introducida sobre el punto en el artículo 12 de 57 Cfr. Desde el minuto 11:34 del archivo 

digital 09AudJuzgamiento13052019 (1). 58 Cfr. Folios 12-17 ibídem. 59 Cfr. Folios 37-71 

ibídem. A 3391…”, y por procedentes más recientes que al respecto ha tazado la 

honorable COMISIÓN NACIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL M. P. DR. MAURICIO 

FERNANDO RODRÍGUEZ TAMAYO Radicación n.º 110011102000 2017 04016 01 

Referencia: ABOGADOS EN APELACIÓN 25 la Ley 446 de 1998 y se conserva en el 

inciso 4º del mandato 244 del Código General del Proceso. De modo, que, si sobre el 

particular en el litigio nada se censuró, ese requisito se hallaba suficientemente 

demostrado. Del mismo modo el segundo, alusivo a la procedencia de la firma de la 

obligada. Los puntos fueron pacíficos60 [Negrillas fuera de texto]. En la misma línea, sobre 

los pagarés objeto de cuestionamiento, la alta corporación también aseveró que: […] 

regularidad formal del pagaré, derivada de su originalidad, lo hace gozar de autenticidad 

presunta, constituye plena prueba y por el principio de la literalidad recoge la medida de 

los derechos y obligaciones consignados en él, habilitando al acreedor cambiario para 

exigir a los vinculados por pasiva su tenor, axioma que le da certeza y seguridad porque 

toda relación con el cartular se define por lo escrito, aunque, a su vez el ejecutado puede, 

en uso del derecho de contradicción, proponer las excepciones previstas en el artículo 784 

del Código de Comercio y solicitar las pruebas que las respalden, facultad ejercida en el 

sub lite por el ejecutado, quien, en oportunidad, propuso una serie de excepciones que, 

en esencia, se fundaron en la falsedad del documento y la inexistencia de la obligación61 

[Negrillas fuera de texto]. De lo expuesto por la máxima autoridad judicial ordinaria, nótese 

que la interpretación del a quo estuvo desprolija de una comprobación real, completa y 

suficiente sobre la falta de autenticidad de los títulos valores a pesar de que este 

documento, que constituye un verdadero bien, goza de autenticidad presunta”. 

Adicionalmente, el Juzgado Tercero Civil Municipal de Valledupar, mediante auto de fecha 24 de 

febrero del año 2023, en la pagina 6 del documento distinguido con el radicado 2021–00550-00 

indica: 

 

“Cuando pone en duda la capacidad económica, le agrega un verbo que carece de 

sustento, y es que dice: “(…) para prestar dicha cantidad de dinero sin garantía”, es 

decir, el objetante en sí asume que la capacidad de los acreedores depende de la 

existencia de garantía que respalden dichas obligaciones, situación que no tiene 

sustento, pues los títulos valores son documentos necesarios para legitimar el ejercicio 

del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora, y no necesitan de la constitución 

de garantías para su existencia, por lo que lo manifestado por el objetante, son meras 

especulaciones.” 
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Entendiendo que el Juez de forma irregular y arbitraria se contradice en la decisión señalada en 

el auto de fecha 09 de marzo del año 2023, distinguido con el radicado 

20001400300320220065700, mismo que afecta mi derecho al debido proceso, Derecho a la 

Intimidad Económica, Derecho a la Defensa, causándome perjuicios económicos, siendo 

contrario a las decisiones y consideraciones expuestas en autos anteriores que también 

resuelven objeciones.  

 

II. DERECHOS CONSTITUIONALES VULNERADOS 

 

2.1. VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO POR LA VIOLACIÓN LA MAYORIA DE LAS NORMAS 

QUE RITUAN ESTE PROCESO Y LA NORMA SUSTANCIAL CONTENIDA EL EN ARTÍCULO 230 

DE LA CONSTITUCIÓN. 

 

Considero que con el fallo proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE 

VALLEDUPAR, vulnero mi derecho al debido proceso, toda vez que, pese a que se nos corrió el 

correspondiente traslado para las objeciones propuestas por el doctor JOSE DIAZ CUJIA en calidad 

de los acreedores CARLOS HERAZO, JAIME MARIO OÑATE DURAN, REINALDO DURAN y 

EDGARDO RAFAEL DIAZ MINDIOLA, el togado no valoró, ni consideró los documentos aportados 

como lo es el pagaré firmado a mi favor por el señor JOSE ALBERTO MENDOZA MENDOZA, por 

considerar que no eran pertinentes, ni suficientes para demostrar la existencia, naturaleza y cuantía 

de la deuda que el señor JOSE ALBERTO MENDOZA MENDOZA tiene conmigo, es decir, desconoció 

el título valor presentado, mismo que ex claro, expreso y legamente exigible, siendo la prueba 

conducente, pertinente y útil para este caso, afectando con ello el reconocimiento de la deuda a mi 

favor, lo que traduce a que el señor Juez actuó fuera de las facultades que le permite la Ley, 

EXTRALIMITANDOSE DE SUS FUNCIONES, dado que el artículo 552 el CGP indica que se deben 

aportar las pruebas que se pretendan hacer valer, sin embargo en el auto proferido el 25 de agosto 

del año en curso, el señor juez agrega: 

“correspondía entonces a los cuestionados acreedores o bien al deudor, por la regla de 

la carga dinámica de la prueba, el deber de adjuntar al escrito con el que descorrieron 

traslado de las objeciones, prueba siquiera sumaria de los supuestos de hecho que 

pretendían demostrar”.  

Las cuales a mi juicio están más que suplidas con la presentación del pagaré suscrito a mi favor, el 

cual cumple con todas las formalidades establecidas por la Ley y que una vez valga la pena señalar 

no fue tachado de falso y fue presentado en la oportunidad procesal descrita en el artículo 552 del 

C.G.P.  

Es así pues que, dado como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia C-980 de 2010 expresa:  

“Como es sabido, el debido proceso es un derecho constitucional fundamental, 

consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, el cual lo hace 

extensivo “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. La jurisprudencia 

constitucional ha definido el derecho al debido proceso, como el conjunto de garantías 

previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del 

individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite 

se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. La misma 

jurisprudencia ha expresado, que el respeto al derecho fundamental al debido proceso, 

le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o administrativa, la 

obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento previamente establecido en 

la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las garantías -derechos y 

obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos 

aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de 

un derecho o a la imposición de una sanción". En este sentido, el derecho al debido 

proceso se muestra como desarrollo del principio de legalidad, pues representa un límite 
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al ejercicio del poder público, y en particular, al ejercicio del ius puniendi del Estado. En 

virtud del citado derecho, las autoridades estatales no podrán actuar en forma 

omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, respetando las 

formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que 

garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus derechos. Según lo ha destacado 

este Tribunal, el derecho al debido proceso tiene como propósito específico “la defensa 

y preservación del valor material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales 

del Estado, como la preservación de la convivencia social y la protección de todas las 

personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y 

libertades públicas”.  

 

Al caso concreto, el juez accionado, se ha apartado en forma absoluta y por completo, al rito legal 

establecido en la ley, se ha equivocado no solo en aspecto legales, sino en todo, violentando en forma 

sistemática, el rito establecido en la ley, haciendo exactamente todo lo contrariando de los preceptuado 

por la ley, conforme se señaló en precedencia. Esta forma ilegal de rituar el proceso, quebranta mi 

derecho fundamental al debido proceso legal, CAUSANDO UN PERJUICIO DE CARÁCTER 

PATRIMONIAL GRAVE, al proceder al margen de la ley no con sujeción a ella, sino contrariándola en 

todo los mandatos legales, proferido una decisión, totalmente arbitraria y caprichosa, no según el rito 

legal., pretende dejarme por fuera del trámite de insolvencia de persona natural no comerciante del 

deudor JOSE ALBERTO MENDOZA MENDOZA, impidiéndome perseguir el cobro del dinero que por 

ley me corresponde, fruto del trabajo de toda la vida, dentro del trámite de negociación de deudas.  

  

El Juez, viola en forma sistemática y dolosa las disposiciones que gobiernan este procedimiento, 

olvidando, estar sometido al imperio de la Ley, por la falta de aplicación de las normas precitadas, la 

interpretación errónea y la aplicación indebida, como se explicó en líneas anteriores.  

 

Así mismo, en la providencia reprochada se echa de menos una valoración responsable y específica 

sobre el pagaré aportado en el que consta la deuda de la cual soy acreedora, configurándose así un 

DEFECTO FÁCTICO por parte del despacho accionado por cuanto omitió considerar y valorar tal 

prueba.  

 

2.2. DERECHO A LA INTIMIDAD ECONÓMICA PERSONAL EN CONEXIDAD CON EL DERECHO 

AL HABEAS DATA EN MATERIA TRIBUTARIA  

Una vez más es pertinente resaltar que dentro del trámite de insolvencia de persona natural no está 

en discusión la situación económica de los acreedores, está en discusión la situación económica de 

la persona que está en el proceso de insolvencia. Es así que, el apoderado de los acreedores CARLOS 

HERAZO, JAIME MARIO OÑATE DURAN, REINALDO DURAN y EDGARDO RAFAEL DIAZ 

MINDIOLA, al exigir realizar consultas en bases de datos y búsqueda de información financiera, está 

vulnerando los derechos a la intimidad personal como habeas data, ya que esta información es 

únicamente relevante para la entidad encargada de los tributos en Colombia, no es una información a 

la que cualquier persona le parezca en su sentir que una persona natural no tiene capacidad 

económica. Existen distintas fuentes de ingresos que las demás personas no deben conocer, cada 

persona maneja su economía como a bien tiene y no debe ser investigada, perseguida o acusada por 

una persona natural, solo con el objeto de desconocer el dinero que preste con esfuerzo y trabajo y 

por ende afectando mi situación económica.  

Es así que, la Corte Constitucional se pronunció Sentencia C-981 de 2005 en el siguiente sentido:  

“Debe distinguirse cuando el dato se pone en circulación al interior del Estado, entre las 

entidades encargadas de recaudar los impuestos a fin de controlar la respectiva carga 

impositiva, lo cual no contraría la Constitución, siempre y cuando se respete el derecho de las 

personas de conocer, actualizar y rectificar tales datos, pero sin que deba mediar su 

autorización para ello pues se trata de la colaboración armónica que debe mediar entre los 
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diferentes órganos del Estado con el fin de proteger el patrimonio público. Datos de las 

personas recolectados y procesados para fines tributarios, que por lo tanto no pueden circular 

por fuera del Estado con fines diferentes, es decir, la administración no puede ponerlos en 

circulación colocándolos en manos de particulares, so pena de contrariarse la Constitución” 

(Negrilla y subrayado fuera del texto).  

LEY ESTATUTARIA 1266 DE 2008 - LEY ESTATUTARIA 1581 DE 2012 

 

2.3. DERECHO A LA DEFENSA (Materializado en este caso en el Derecho a ser oído). 

 

La providencia acusada como violatoria de Derechos Fundamentales, si fuera aplicada como lo ordena 

el Juzgado accionado, vulneraría mi derecho constitucional, a ser oídos y poderse pronunciar a través 

del voto, lo que constituiría la materialización de otra violación a la Constitución Política, si es que el 

superior funcional del funcionario tutelado no protege este derecho. Es esa otra razón, como si faltase 

alguna para solicitar desde ahora que la presente acción constitucional prospere. Habida cuenta que, 

según lo anteriormente expresado, se cierne una nueva amenaza de vulneración a los derechos 

fundamentales enunciados y violados, como se ha expresado a lo largo de este escrito 

 

2.4. DERECHO AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE AL JUSTICIA Y LA IGUALDAD DE LOS 

ACREEDORES A LA LUZ DE TRAMITE ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 13 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA Y LOS TRATADOS EN MATERIA DE DERECHOS 

HUMANOS. 

 

Con ocasión del derecho a la igualdad del que gozan los acreedores concurrentes en el trámite de 

insolvencia económica, fueron quebrantados diversos preceptos legales. El JUZGADO TERCERO 

CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, violentó y quebrantó los mandatos constitucionales antes 

anotados, en la medida que designó derecho de voto a unos acreedores y excluyó a otros, por tal 

razón de bulto que puede predicar la razón de la decisión, se sustentó en un acto voluntarioso, 

inequitativo, caprichoso en todo, diametralmente injusto, e inmensamente arbitrario, por esa magna 

razón, se afectó el mandato constitucional de dar trato igual entre iguales, cuando las situaciones 

jurídicas puestas en confrontación sean de la misma naturaleza o no presenten características que las 

hagan disimiles, como es este caso, 

 

2.5. INEXISTENCIA DE OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL AL CUAL ACUDIR. 

 

El Artículo 534 de la Ley 1564 de 2012, preceptúa que las controversias que se presente en materia 

de insolvencia económica, son de única instancia, a su vez el artículo 552 del Código General del 

Proceso, establece que el juez resolverá de plano las objeciones planteadas, mediante auto que no 

admite recurso alguno, imperativo este impuesto en la parte final de dicha norma. De facto, se hace 

improcedente la revisión de tal decisión mediante los recursos judiciales ordinarios y tampoco el 

Legislador estableció una acción específica para atacar autos que resuelven de fondo esta  situación, 

por tanto, y ante una providencia, que desconoce Derechos Fundamentales y Constitucionales, el 

único mecanismo procedente es la Acción de Tutela, no solo como único mecanismo de impugnación, 

para poder conjurar los desmanes, tan aberrantes, desplegados por el juez accionados, los cuales no 

solamente afecta mi patrimonio, mi derechos constituciones  fundamentales a la igualdad, debido 

proceso y acceso a la administración de la justicia, entre otros.  

 

*TUTELA COMO MECANISMO EXCEPCIONAL* y PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA 

ACCIÓN DE TUTELA CONTRA SENTENCIAS. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA 

 

En este caso se promueve esta acción constitucional como mecanismo excepcionalísimo, para evitar 

perjuicios irremediables, que afectan mis derechos fundamentales constitucionales al debido proceso, 

igualdad y demás derechos alegados en precedencia, su procedente estiba como único medio 
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procesal, previsto en el ordenamiento jurídico colombiano, para lograr la vigencia del orden jurídico 

colombiano, la constitución y la ley, al caso concreto, al cual fue roto, y violentado en forma antes vista. 

 

La Corte Constitucional mediante la Sentencia C- 543 del 1 de octubre de 1992 Al declarar inexequible 

el artículo 11,12 y 40 del 2591 de 1991, dispuso que la acción de tutela se constituía como mecanismo 

excepcional, contra sentencias judiciales y actuaciones de las autoridades públicas cuando se torne 

en una vía de hecho. 

 

ESTA ACCIÓN CONSTITUCIONAL, CUMPLE DE SOBRA Y CABALIDAD CON LOS REQUISITOS 

GENERALES Y ESPECÍFICOS PREVISTOS EN LA SENTENCIA C-590 DE 2005, y en la tutela, T-

231 de 1994 tanto por defecto sustantivo, defecto fáctico, defecto orgánico; y, "iv) defecto 

procedimental cuando el juez actúa desconociendo el procedimiento o el proceso debido para cada 

actuación". 

 

En cuanto a los requisitos generales de procedencia de la tutela, la sentencia C-590 de 2005, los 

sistematizó así:(...) 

 

Al caso concreto, el tema planteado afecta mis derechos fundamentales al debido proceso, igualdad 

y otros por ese la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. 

 

También se cumple a cabalidad con el requisito de procedibilidad tanto general como especifico, 

especialmente por " i.  Violación directa de la Constitución." 

  

 

III.- COMPETENCIA 

 

Dada la naturaleza del asunto y de las partes, es usted competente para conocer de la presente acción 

conforme a lo establecido en el Decreto 2591 de 1991. Artículo 86 de la Constitución Política, 

reglamentado por el Decreto 1983 de 2017, (noviembre 30), Por el cual se modifican los artículos 

2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia 

y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela, "DECRETO 306 DE 1992 

(febrero 19) "Por el cual se reglamenta el Decreto 2591 de 1991". 

 

IV. JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he interpuesto otra solicitud de amparo por los 

mismos hechos y derechos relatados e invocados en la presente tutela, declaración que se hace 

conforme a lo dispuesto en el Artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. 

 

SUBSIDIARIEDAD: 

 

En facultad del Artículo 86 inciso 3°, proclamo igualmente que demando esta forma de protección a 

mi derecho, por cuanto dentro del Sistema Jurídico Colombiano no han sido previstos otros medios de 

defensa, cuya utilización ante otros Jueces tenga por objeto el mismo asunto, en virtud de la 

inexistencia de otro mecanismo idóneo y expedito de protección del derecho fundamental violado. 

 

V. AMPARO 

  

Por lo anteriormente expuesto señor Juez, solicito: 

  

PRIMERO:  Se solicita al Honorable despacho que conozca de esta acción de Tutela, que tutele mis 

derechos fundamentales al debido proceso, previsto en el artículo 29 de la Constitución Política, y el 

artículo 7° de la ley 1564 de 2012, y los tratados en materia de derechos humanos. Se solicita se 
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tutele mi derecho fundamental al debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución, el 

derecho fundamental a la igualdad previsto en el artículo 13 de la Constitución, y el acceso a la 

administración de la justicia, previsto en el artículo 228 y 230 Constitucional y el respeto por mi dignidad 

humana y demás que considere. 

 

SEGUNDO: Que, como consecuencia de ello, se disponga ordenar, que se deje sin efectos legales la 

providencia que desconoció mi crédito injustamente y ordeno excluirlo, y en su defecto se ordene 

tenerme en cuenta e incluirlo, dentro de las 24 horas siguientes a la notificación de la sentencia, se 

deje sin ningún efecto las citadas providencias, y en su lugar se disponga acatar la ley en los siguientes 

puntos cruciales: 

 

2.1.  Se ordene dar cumplimiento a lo normado en el artículo 550 del Código General del Proceso, 

en este caso, tener por calificando y graduando mi crédito, para lo cual se ordene al Juzgado 

accionado, rehacer la calificación y graduación de créditos.  

 

TERCERA: Que al presente proceso se vincule al centro de conciliación PAZ APCIFICO DE LA 

CIUDAD DE VALLEDUPAR, para que se pronuncie sobre la presente acción de tutela de acuerdo 

con su conocimiento en la materia. 

 

VI. PRUEBAS 

 

1.1.  Solicitud, Auto de Admisión y Constancias de Suspensión del trámite de insolvencia.  

1.2. Escrito respuesta objeciones presentado ante el Centro de Conciliación, en el cual consta la 

radicación del pagaré como prueba.  

1.3. Pagaré. 

1.4.  Providencia del juzgado Tercero Civil Municipal de Valledupar calendada 09 de marzo del 

año 2023. 

1.5. Providencia del juzgado Tercero Civil Municipal de Valledupar calendada 24 de febrero del 

año 2023 bajo el radicado 2021-00550. 

 

VII. ANEXOS 

Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

La parte accionada, podrá recibir notificaciones en:  

Dirección: Calle 14 con calle 14 esquina palacio de justicia piso 5.  

Correo electrónico: j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co   

 

 

La suscrita en:  

Correo electrónico: noticobranzasplus@gmail.com  

Teléfono: 3205181017 

 

Cordialmente,   

 
EILEEN CRISTINA GUTIERREZ AVENDAÑO 

C.C. 36.451.474 

 

 

mailto:j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
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RAMA JUDICIAL 

JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR-CESAR  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

    

Palacio de Justicia 5°Piso Calle 14 Carrera 14-Email: csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co; j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
Tel. 5802998 WhatsApp: 3502047743 

Valledupar, veinticuatro (24) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

REFERENCIA: INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE.   

SOLICITANTE: MIRYAN ELENA FIGUEROA CRESPO 

RADICADO: 200014003003 2021 00550 00.  

  

I. ASUNTO A RESOLVER  

  

Procede el Despacho a decidir respecto de las objeciones presentadas por parte de 

la acreedora MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO y de la misma deudora (Miryan 

Elena Figueroa Crespo) frente al crédito a favor de la señora PINTO CABALLERO 

dentro del asunto de la referencia.  

  

II.SUSTENTO DE LA OBJECIÓN  

  

La acreedora MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO, dentro del trámite de 

insolvencia en referencia, objetó la solicitud de insolvencia de persona natural no 

comerciante, a través cuatro objeciones, que denominó: 1. OBJECIÓN A LA LUZ 

DEL ARTICULO 537 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “FACULTADES Y 

ATRIBUCIONES DEL CONCILIADOR”, 2. OBJECIONES A LA LUZ DEL 

ARTICULO 539 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “SUPUESTOS DE 

INSOLVENCIA”., 3. OBJECIÓN A LA LUZ DEL ARTICULO 539 CÓDIGO 

GENERAL DEL PROCESO. “REQUISITOS DE LA SOLICITUD DE TRÁMITE DE 

NEGOCIACIÓN DE DEUDAS” 4. OBJECIONES A LA LUZ DEL ARTÍCULOS 542 Y 

543 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “DECISIÓN DE LA SOLICITUD DE 

NEGOCIACIÓN”  

En esos términos, los fundamentos en que basa las objeciones, el apoderado 

judicial de MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO, se pueden resumir de la 

siguiente manera: 

1. OBJECIÓN A LA LUZ DEL ARTICULO 537 CÓDIGO GENERAL DEL 

PROCESO. “FACULTADES Y ATRIBUCIONES DEL CONCILIADOR”: 

Basada en que el operador de insolvencia transgredió varias normas 

contenidas en el art. 537 del C. G. del P., en el sentido que, a voces del 

objetante, no se ilustró de los alcances del trámite de insolvencia, el operador 

no verificó los supuestos de insolvencia, que actúa parcializado frente a los 

intereses de la deudora y por último no le otorgó la oportunidad de interrogar 

a los demás acreedores presentes en que también son partes del proceso. 

2. OBJECIONES A LA LUZ DEL ARTICULO 539 CÓDIGO GENERAL DEL 

PROCESO. “SUPUESTOS DE INSOLVENCIA”. Frente a esta objeción, 

manifiesta que la solicitante ocultó bienes, así como una deuda que tiene con 

el Municipio de Valledupar, por concepto de impuesto predial. Asimismo, 

mailto:csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
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ocultó una obligación con el Banco Davivienda, por concepto de tarjeta de 

crédito. 

3. OBJECIÓN A LA LUZ DEL ARTICULO 539 CÓDIGO GENERAL DEL 

PROCESO. “REQUISITOS DE LA SOLICITUD DE TRÁMITE DE 

NEGOCIACIÓN DE DEUDAS”. Reitera que la solicitante omitió incluir al 

Municipio de Valledupar como acreedor. Asimismo, agrega que la solicitud 

de insolvencia no es clara, sino fue hecha de manera escueta y generalizada. 

Advierte que la propuesta de negociación no es clara, expresa y objetiva. Que 

no declaró de manera clara las direcciones de notificación de sus acreedores, 

lo cual no concibe, sin embargo, los acreedores concurrieron a la diligencia. 

Reitera que la solicitante omitió relacionar bienes de su propiedad. Manifiesta 

que son sospechosas las acreencias a favor de los demás acreedores, pues 

no comprende como prestaron sin garantía a una persona insolvente.  

4. OBJECIONES A LA LUZ DEL ARTÍCULOS 542 Y 543 CÓDIGO GENERAL 

DEL PROCESO. “DECISIÓN DE LA SOLICITUD DE NEGOCIACIÓN”. 

Reitera que el operador se equivocó de mala fe, por no permitirle interrogar 

a las partes, pues si bien la Ley nada dice al respecto, la Constitución Política 

complementa dicho vacío. Expresa que habiendo investigado a los señores 

Francisco Correa Altahona, Deivis Figueroa de la Rosa y Gladys Granado 

Jaime, estos no tienen capacidad económica para prestar la cantidad de 

dinero que expresa, sin garantía. 

Frente a dichas objeciones, se pronunció la deudora Miryam Elena Figueroa 

Crespo. Declara que, si se cumplieron todos los requisitos exigidos por la norma, al 

punto que se celebró la audiencia de que trata el art. 550 del C. G. del P. 

Asimismo, reitera lo dicho en la audiencia, esto es, detalla las obligaciones que tiene 

respecto al Bando Davivienda y manifiesta que respecto al bien inmueble que no se 

incluyó desde el inicio, quedó incluido como activo. Ratifica que tiene créditos a 

favor de los señores Francisco Correa Altahona, Deivis Figueroa de la Rosa y 

Gladys Granado Jaime y que en su declaración es clara, al momento de manifestar 

los motivos que la llevaron a declararse insolvente.  

Los acreedores Francisco Correa Altahona, Deivis Figueroa de la Rosa y Gladys 

Granado Jaime, aportaron los títulos valores que soportan sus acreencias. 

Guardaron silencio frente las objeciones. 

La solicitante, Miryam Elena Figueroa Crespo, presentó una objeción, frente a la 

cuantía del crédito a favor de la señora Marta Isabel Pinto Caballero, toda vez que, 

manifiesta que, según certificación expedida por la misma acreedora, la deuda de 

capital e intereses asciende a la suma de Cincuenta y cinco millones de pesos ($ 

55.000.000), de los cuales Treinta y cuatro millones de pesos, corresponden a 

capital. 

mailto:csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Frente a la objeción de la solicitante Miryam Elena Figueroa Crespo, la señora 

Martha Isabel Pinto Caballero, manifiesta que la obligación a su favor asciende a 

Setenta Millones de pesos ($70.000.000), según comprobante de ingreso y no por 

la suma de Treinta y cuatro Millones de pesos ($34.000.000), como expresa la 

deudora. Que la certificación expedida, se hizo por engaño y aprovechándose la 

señora Miryam Elena Figueroa Crespo, de su buena fe, y se expidió con el fin de 

que el Banco Davivienda le hiciera una compra de cartera, por el crédito que la 

deudora tenía a favor de ella. 

III.CONSIDERACIONES  

  

Para zanjar esta objeción, debe referirse en primer término que respecto del trámite 

que debe dársele a las objeciones, quedó establecido en el artículo 552 del C. G. P. 

que, si no se conciliaren las objeciones en la audiencia, el conciliador la suspenderá 

por diez (10) días, para que dentro de los cinco (5) primeros días inmediatamente 

siguientes a la suspensión, los objetantes presenten ante él y por escrito la 

objeción, junto con las pruebas que pretendan hacer valer. Vencido este 

término, correrá uno igual para que el deudor o los restantes acreedores se 

pronuncien por escrito sobre la objeción formulada y aporten las pruebas a que 

hubiere lugar. Los escritos presentados serán remitidos de manera inmediata 

por el conciliador al juez, quien resolverá de plano sobre las objeciones 

planteadas, mediante auto que no admite recursos, y ordenará la devolución de las 

diligencias al conciliador.  

 

Se tiene entonces, que conforme al artículo 539 del C. G. del P. el acreedor para 

poder inicio al trámite de insolvencia debe presentar una solicitud de negociación 

de deudas ante la dependencia correspondiente según lo establecido en el artículo 

533 del C. G. del P.  

 

Dicha solicitud debe cumplir con nueve (9) requisitos como lo son:  

 

“1. Un informe que indique de manera precisa las causas que lo llevaron a la 

situación de cesación de pagos.  

 

2. La propuesta para la negociación de deudas, que debe ser clara, expresa y 

objetiva.  

 

3. Una relación completa y actualizada de todos los acreedores, en el orden 

de prelación de créditos que señalan los artículos 2488 y siguientes del Código 

Civil, indicando nombre, domicilio y dirección de cada uno de ellos, dirección 

de correo electrónico, cuantía, diferenciando capital e intereses, y naturaleza 

de los créditos, tasas de interés, documentos en que consten, fecha de 

otorgamiento del crédito y vencimiento, nombre, domicilio y dirección de la 

mailto:csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
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oficina o lugar de habitación de los codeudores, fiadores o avalistas. En caso 

de no conocer alguna información, el deudor deberá expresarlo.  

4. Una relación completa y detallada de sus bienes, incluidos los que posea 

en el exterior. Deberán indicarse los valores estimados y los datos necesarios 

para su identificación, así como la información detallada de los gravámenes, 

afectaciones y medidas cautelares que pesen sobre ellos y deberá 

identificarse cuáles de ellos tienen afectación a vivienda familiar y cuáles son 

objeto de patrimonio de familia inembargable.  

 

5. Una relación de los procesos judiciales y de cualquier procedimiento o 

actuación administrativa de carácter patrimonial que adelante el deudor o que 

curse contra él, indicando el juzgado o la oficina donde están radicados y su 

estado actual.  

 

6. Certificación de los ingresos del deudor expedida por su empleador o, en 

caso de que sea trabajador independiente, una declaración de los mismos, 

que se entenderá rendida bajo la gravedad de juramento.  

 

7. Monto al que ascienden los recursos disponibles para el pago de las 

obligaciones descontados los gastos necesarios para la subsistencia del 

deudor y de las personas a su cargo si los hubiese, de conservación de los 

bienes y los gastos del procedimiento.  

 

8. Información relativa a si tiene o no sociedad conyugal o patrimonial vigente. 

En el evento en que la haya tenido, deberá aportar copia de la escritura pública 

o de la sentencia por medio de la cual esta se haya liquidado, o de la sentencia 

que haya declarado la separación de bienes, si ello ocurrió dentro de los dos 

(2) años anteriores a la solicitud. En cualquiera de estos últimos casos, deberá 

adjuntar la relación de bienes con el valor comercial estimado que fueron 

objeto de entrega.  

 

9. Una discriminación de las obligaciones alimentarias a su cargo, indicando 

cuantía y beneficiarios.”  

 

En ese orden de ideas tenemos que las objeciones presentadas: 1. OBJECIÓN A 

LA LUZ DEL ARTICULO 537 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “FACULTADES 

Y ATRIBUCIONES DEL CONCILIADOR”, 2. OBJECIONES A LA LUZ DEL 

ARTICULO 539 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “SUPUESTOS DE 

INSOLVENCIA”., 3. OBJECIÓN A LA LUZ DEL ARTICULO 539 CÓDIGO 

GENERAL DEL PROCESO. “REQUISITOS DE LA SOLICITUD DE TRÁMITE DE 

NEGOCIACIÓN DE DEUDAS” 4. OBJECIONES A LA LUZ DEL ARTÍCULOS 542 Y 

543 CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO. “DECISIÓN DE LA SOLICITUD DE 

NEGOCIACIÓN”, expresan de manera general situaciones frente al trámite dado a 

la insolvencia de persona natural no comerciante, por parte del operador judicial. 

mailto:csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

RAMA JUDICIAL 

JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR-CESAR  

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

Palacio de Justicia 5°Piso Calle 14 Carrera 14-Email: csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co; j03cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
Tel. 5802998 WhatsApp: 3502047743 

De entrada, el despacho considera que frente a las circunstancias que la objetante 

Martha Isabel Pinto Caballero, manifiesta constituyen una transgresión a sus 

derechos fundamentales, no están llamadas a prosperar, a saber: 

 

En primer lugar, de las pruebas recaudadas y el análisis del trámite surtido en el 

tramite de negociación de deudas, no se puede evidenciar la parcialización del 

operador de insolvencia a favor de alguna de las partes, pues es evidente que, las 

etapas que se han surtido se encuentran ajustadas a derecho. 

 

Ahora bien, los fundamentos de las objeciones más allá de contener circunstancias 

basadas en circunstancias fácticas, se basan en interpretaciones del apoderado de 

la objetante, pues se hace interrogantes de cómo alguien no va a saber la cuantía 

de los intereses que adeuda o la dirección de notificación de sus acreedores, 

cuando lo cierto es que son situaciones que se pueden presentar dentro del trámite 

de un proceso, al punto que el Legislador ha previsto, otorgando herramientas 

jurídicas para solventarlas. En ese sentido, no es cierto que el solicitante en su 

escrito de insolvencia deba describir con exactitud el monto de sus créditos, 

diferenciando capital e intereses, pues el final del numeral 3 del art. 539 del C. G. 

del P., bien le otorga la facultad de expresar que desconoce dicha información. 

 

Continuando con lo anterior, y refiriéndonos a la afirmación de que el operador hizo 

caso omiso al numeral 3 del art. 537 ibidem, se puede establecer que esto no es 

cierto, pues se le otorgó el uso de la palabra a los acreedores en el desarrollo de la 

audiencia de que trata el art. 550, que a modo de ver del despacho, dicha diligencia 

fue  instituida por el legislador, de manera  que cada acreedor pueda determinar el 

capital y los intereses de obligaciones a su favor, lo cual subsanaría el 

desconocimiento del solicitante, respecto de dichas sumas. 

 

Por otra parte, en cuanto a la posibilidad de interrogar a los acreedores, hizo bien el 

operador de insolvencia en negar dicha prueba, pues la objetante a través de su 

apoderado pretende darle un alcance a la norma que no fue otorgada por el 

legislador, y si bien menciona que se vulnera la Constitución y los Tratados 

Internacionales, lo cierto es que contra dicha norma no existe ningún 

pronunciamiento respecto a la transgresión de derechos y, por estar dotada de 

legalidad, mal haría el operador de insolvencia, decretar la practica de pruebas, 

pues la ley no ha dispuesto esto y en ese evento si estaría desconociendo el trámite 

propio del procedimiento de negociación de deudas. Cabe añadir, que la razón de 

que en el trámite de negociación no se permita la practica de pruebas, se debe a 

que no se les ha dado facultad jurisdiccional a los operadores para ello, pues en 

dicha etapa el operador busca un arreglo conciliatorio, valga decir amigable. 

 

Ahora bien, no se entiende las razones de la objeción frente al crédito con el Banco 

Davivienda, pues en la audiencia claro quedó que la solicitante acumuló el valor de 

dos productos que tiene con la entidad bancaria, lo cual quedó discutido y aclarado 
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durante el tramite de la audiencia de fecha 4 de octubre de 2021, así como el hecho 

de que se incluyó un acreedor (Municipio de Valledupar) y unos bienes que la 

solicitante omitió incluir. Es así como el despacho considera que no tiene 

fundamento las objeciones frente a ello, pues aunque en principio la deudora 

incurrió en omisiones, las mismas fueron aclaradas en la etapa que para tal fin 

estipuló el legislador, de tal manera que, en ningún momento se negó la inclusión 

del bien y además se detallaron los créditos por parte de cada acreedor, dentro de 

la audiencia dispuesto para ello. 

 

Resulta también desatinado el objetante, cuando manifiesta que es sospechoso que 

no se hayan aportado las direcciones de notificación de algunos acreedores, pero 

que estos acudieron a la diligencia del 04 de octubre, pues con dicha manifestación 

no se encuentra una pretensión que afecte la validez de la actuación, en el sentido 

de que además de que fueron convocados, concurrieron al llamado del operador, y 

contrario de la intensión del objetante, con ello se entiende garantizado el debido 

proceso a los participantes dentro de la negociación de deudas de la referencia. 

 

En ese orden de ideas, el objetante trae circunstancias que fueron atendidas en la 

audiencia del 04 de octubre de 2021, conforme lo dispuesto en el art. 550 del C. G. 

del P. 

 

Sin embargo, de las objeciones planteadas, una sola podría ser la que no fue 

conciliada en dicha diligencia, y es el hecho de que el objetante manifiesta que los 

acreedores quirografarios, no tienen capacidad económica, sin embargo, dicha 

mención no es clara en el escrito de objeciones y es muy generalizada, sumado al 

hecho que la prueba que allega es el dicho de un investigador. Además de esto, 

cuando pone en duda la capacidad económica, le agrega un verbo que carece de 

sustento, y es que dice: “(…) para prestar dicha cantidad de dinero sin garantía”, es 

decir, el objetante en sí asume que la capacidad de los acreedores depende de la 

existencia de garantía que respalden dichas obligaciones, situación que no tiene 

sustento, pues los títulos valores son documentos necesarios para legitimar el 

ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora, y no necesitan de 

la constitución de garantías para su existencia, por lo que lo manifestado por el 

objetante, son meras especulaciones.   

 

Vale aclarar que, en este tipo de procesos, la intervención del Juez Civil está 

circunscrita a los términos en que se planteen las objeciones y asimismo las 

consideraciones y pruebas que frente a ellas el deudor y los demás acreedores 

puedan presentar. 

 

Visto lo anterior, el despacho echa de menos la carga que debía asumir el objetante 

frente a dicha declaración, pues además que no está claro a que se refiere el 

objetante con “con relación a los acreedores quirografarios no tienen capacidad 

económica, para prestar dicha cantidad de dinero sin garantía”, no solicitó de dichos 
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acreedores un pronunciamiento como tal, o solicitó exhibición de libros de 

contabilidad, declaración de renta o movimientos bancarios, certificaciones de 

salarios,  entre otros, siendo el escrito de objeciones el momento procesal para ello 

y no durante la audiencia de negociación, solicitando interrogatorio de partes. 

 

Asimismo, la única prueba que menciona el objetante es que los acreedores no 

tienen bienes inmuebles de su propiedad, sin embargo, dicha prueba es 

circunstancial, en el sentido de que el patrimonio de una persona no está compuesto 

solo por ese tipo de bienes, por lo que no puede dársele un valor probatorio a dicha 

afirmación, pues no es concluyente. 

 

Por otra parte, al despacho no le queda sino darle trámite a la objeción presentada 

por la señora Mirian Figueroa, respecto a la cuantía de la obligación a favor de 

MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO. Al respecto tenemos que la acreedora en 

mayo de 2017 emite un comprobante de egreso firmado por Figueroa Crespo, como 

beneficiaria. Asimismo, aporta una letra de cambio de la misma fecha, donde consta 

como capital la suma de setenta millones ($70.000.000). Frente a esto contrasta 

con una certificación emitida por la señora Martha Isabel Pinto Caballero, en la que 

certifica que, a mayo 5 de 2021, la señora Miryam Elena Figueroa Crespo, le adeuda 

por capital e intereses la suma de Cincuenta y Cinco Millones de pesos 

($55,000,000). Vale agregar que, frente a dicho documento, la señora Martha Pinto, 

expresa que sí fue expedido por ella, sin embargo, manifiesta que fue expedido por 

engaños de Figueroa Crespo. 

 

Frente a dicha circunstancia, el despacho advierte que la manifestación hecha por 

la acreedora hipotecaria no es congruente con la realidad, pues advierte que la 

deudora manifiesta que necesita una certificación para la compra de cartera por 

parte de una entidad bancaria, sin embargo, no tiene sentido que certifique un valor 

distinto al adeudado, porque en ese evento la entidad bancaria giraría dicho dinero 

a ella como acreedora y la sustituiría como acreedor hipotecario, surgiendo un 

interrogante, y la diferencia como se cubriría?. 

 

Así, el comprobante de egreso si bien tiene una suma muchísimo más alta que la 

certificación, esta última fue expedida posteriormente, es decir, lo cual podría 

corresponder a la explicación lógica que la deudora había hecho pagos a la 

obligación o que el monto desembolsado corresponde a la de la certificación y no a 

la del título valor. En todo caso, si bien podríamos estar frente a una obligación 

expresa y exigible, la misma carece de la claridad, requisito sine qua non se puede 

ejecutar una obligación contenida en un título valor.   

 

En consecuencia, de todo lo anterior, existe razón para que se decida declarar la 

prosperidad de la objeción presentada por la Miryam Elena Figueroa Crespo, frente 

a la cuantía de la obligación a favor de MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO, 

como quiera que no es clara, siendo necesario precisar que el presente 
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pronunciamiento se hace en el marco restringido en que el se circunscribe la 

resolución de objeciones, sin que lo dicho aquí le reste mérito ejecutivo al título pues 

debe ser en otro proceso donde se ventile tal situación. 

 

Por otra parte, se declararán infundadas las objeciones presentadas por la señora 

Martha Pinto Caballero. Por lo anterior se,   

 

RESUELVE  

  

PRIMERO: DECLARAR FUNDADA Y PROBADA las objeciones presentadas por 

Miryam Elena Figueroa Crespo dentro del proceso de Insolvencia Económica de 

Persona Natural no Comerciante, solicitada por ella, respecto a la cuantía de la 

obligación a favor de MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO, por las razones expuesta 

en la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: DECRETAR INFUNDADA Y NO PROBADA las objeciones 

presentadas por MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO dentro del proceso de 

Insolvencia Económica de Persona Natural no Comerciante, solicitada por Miryam 

Elena Figueroa Crespo, por las razones expuesta en la parte motiva de este 

proveído. 

 

TERCERO: ORDENAR la devolución del expediente, al CENTRO DE 

CONCILIACIÓN DE LA FUNDACIÓN PAZ PACIFICO, tal como lo establece el 

Artículo 552 del C. G. del P., a fin de que se adopten las decisiones que legalmente 

corresponda frente al proceso de negociación de deudas, respecto de la cuantía del 

crédito hipotecario a favor de MARTHA ISABEL PINTO CABALLERO. 
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